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CRITERIOS DE REVISIÓN DE LA CORTE SUPREMA ANTE LAS 
DECISIONES DE LOS TRIBUNALES AMBIENTALES QUE SON 
OBJETO DE CASACIÓN

Tomás Darricades S.1

Dominique Hervé E.2

Emanuel Ibarra S.3

Introducción
A más de dos años de la entrada en vigencia de la Ley N° 20.600 de 2012, 
que crea los Tribunales Ambientales, es posible ya realizar un análisis de los 
distintos fallos emitidos por la Corte Suprema, en conocimiento de los diver-
sos recursos de casación interpuestos en contra de las sentencias definitivas 
dictadas por el Segundo y el Tercer Tribunal Ambiental. Sin perjuicio de lo 
anterior, hasta la fecha de esta publicación4, solo cinco sentencias de casación 
han sido dictadas por la Excma. Corte Suprema5, y dos de ellas en los días pre-
vios al cierre de este trabajo. Lo anterior, sin duda, impide establecer criterios 
asentados de revisión por parte del máximo tribunal. Sin embargo, sí resulta 
posible analizar similitudes y diferencias de los criterios aplicados entre las 
sentencias de casación ya emitidas. Tal es el propósito de estos comentarios: 
exponer el contenido de las sentencias dictadas por la Corte Suprema y elabo-
rar algunas conclusiones en torno a los criterios utilizados por dicho tribunal. 
Se exponen a continuación, en orden cronológico, las sentencias que son ob-
jeto de este análisis.

1	 Abogado, Pontificia Universidad Católica de Chile.

2	 Abogada, Universidad de Chile. Profesora de derecho ambiental, Universidad Diego Portales.

3	 Abogado, Pontificia Universidad Católica de Chile.

4	 Este artículo consideró las sentencias de casación emitidas hasta el 30 de abril de 2015.

5	 En estricto rigor, son 6 sentencias, sin embargo dos se pronuncian sobre los mismos temas por lo que 
fueron tratadas en este artículo como una sola sentencia (ver caso SQM).
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1. Sentencia de la Excma. Corte Suprema dictada en la causa Rol N° 
7451-2013: Caso “Concesión Ruta 68-Camino De La Fruta”

1.1. Resumen del caso6

Sergio Reiss Greenwood, en el marco del proceso de evaluación ambiental 
del proyecto “Concesión Ruta 66-Camino la fruta” –cuyo titular es el Minis-
terio de Obras Públicas (en adelante, “MOP”)–, interpone reclamación ante 
el  Segundo Tribunal Ambiental (en adelante, “Segundo TA”) en contra de la 
Resolución Exenta, N° 254 de 2013, de la dirección ejecutiva del Servicio de 
Evaluación Ambiental (en adelante, “SEA”), que rechazó la solicitud de invali-
dación presentada en contra de los ICSARAS7 N° 1 y 2, y contra la Resolución 
N° 894 de 2011, a través de la cual se declaró reserva de información a peti-
ción del MOP.

El reclamante sostiene que se evaluó un proyecto que carece de informa-
ción relevante o esencial, procediendo el Servicio de Evaluación Ambiental 
a dictar los ICSARAS N° 1 y 2, en circunstancias que lo procedente, jurídi-
camente, era la dictación de una resolución de término anticipado. La in-
formación relevante y ausente en este caso, dice relación con diversas obras 
accesorias a la autopista, como son las áreas generales de servicios o las pla-
zas de peaje. A juicio del reclamante, la ausencia de esta información impe-
diría identificar en forma correcta y adecuada la línea de base del proyecto, 
evaluar sus impactos, determinar las medidas de mitigación, reparación o 
compensación necesarias y acreditar el cumplimiento de la normativa am-
biental aplicable.

Agrega, también, que la Dirección Ejecutiva del SEA accedió de manera 
ilegal a una solicitud de reserva de información, infringiendo lo dispuesto en 
el artículo 56 del Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambien-
tal (en adelante, “SEIA”). Dicha reserva afectó antecedentes que se refieren a 
las emisiones atmosféricas y de ruido generadas por el proyecto, que están 
directamente relacionados con los efectos, características o circunstancias, es-
tablecidos en el artículo 11 de la Ley N° 19.300, cuya presencia o generación 
originó, precisamente, la obligación al MOP de presentar un Estudio de Im-
pacto Ambiental (en adelante, “EIA”).

6	 Parte de la información que aquí se expone se obtiene del trabajo previo titulado “Identificación, Sis-
tematización y Análisis de causas ante el Segundo Tribunal Ambiental”, año 2013, elaborado por el 
Programa de Derecho y Política Ambiental de la Universidad Diego Portales.

7	 Informe Consolidado de Solicitud de Aclaraciones, Rectificaciones y/o Ampliaciones
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La reserva fue solicitada por el Director General de Obras Públicas, y reca-
yó sobre los antecedentes técnicos correspondientes a las proyecciones de los 
flujos vehiculares para la etapa de operación del Proyecto, para lo cual se debía 
sustraer del conocimiento público los Anexos del EIA relativos a los estudios 
de calidad de aire y ruido y vibraciones. Dicha solicitud se acogió mediante 
RE N° 894 de 2011, invocando el artículo 27 de la Ley N° 19.300, Ley de Bases 
Generales del Medio Ambiente (en adelante, “LBGMA”).

El Segundo Tribunal Ambiental señala, en su sentencia de 16 de agosto 
de 20138, que debe desecharse la alegación del recurrido (Director Ejecutivo 
del SEA), en cuanto a que la reclamación interpuesta se refiere a cuestiones 
diversas a las alegadas en sede administrativa mediante la solicitud de invali-
dación, al comprender la reclamación ante el Tribunal Ambiental la petición 
de que se deje sin efecto la Resolución de Calificación Ambiental (en adelante, 
“RCA”), cuestión no comprendida en la invalidación ante el SEA. Frente a esta 
alegación el Segundo TA dice que no podía la solicitud de invalidación ante 
el SEA comprender dicha petición, pues a la fecha de su interposición no se 
había dictado la RCA.

Por otra parte, el director ejecutivo del SEA alega que la buena fe es un límite 
frente a la potestad invalidatoria de la Administración, haciendo valer la buena 
fe de la Sociedad Concesionaria La Fruta (actual titular de la RCA). El Segundo 
TA señala al respecto que la buena fe, como límite a la invalidación, encuentra 
su fundamento en los principios de certeza y seguridad jurídica, y que esto se 
verifica solo ante situaciones jurídicas consolidadas que se han generado sobre 
la base de la confianza en el actuar de la Administración. En seguida, el tribunal 
añade que esto último no ocurre en el presente caso, pues el proceso de evalua-
ción ambiental aún no concluye, por encontrarse pendientes la resolución de 
la presente reclamación judicial y el pronunciamiento del Comité de Ministros, 
respecto de otras dos reclamaciones administrativas contra la RCA.

El Segundo TA se refiere a la relevancia que tiene la Resolución Exenta N° 
894, de 22 de noviembre de 2011, que acoge la solicitud de reserva por parte 
del MOP, la cual recayó sobre las proyecciones de los flujos vehiculares para la 
fase de operación del proyecto, contenidas en los anexos C y D relativos a los 
estudios de calidad de aire y ruido del EIA, respectivamente. En relación a los 
fundamentos del acto que acoge la reserva, señala el Segundo TA que el direc-
tor ejecutivo del SEA se limita a afirmar que la solicitud de reserva “tiene por 

8	 Segundo Tribunal Ambiental, Rol N° 05-2013, sentencia de fecha 16 de agosto de 2013.
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objeto sustraer del conocimiento público la precitada información, con el fin 
de evitar posibles indemnizaciones económicas a la Sociedad Concesionaria, 
en caso que esta perciba menores ingresos a los determinados en los estudios 
de demanda realizados por el Estado”, y que “la información cuya reserva so-
licita el proponente es susceptible de ser mantenida en reserva, conforme a lo 
señalado en la norma recién citada (art. 27 LBMA), por constituir información 
comercial estratégica para aquel”.

Concluye el Tribunal que los motivos expuestos para justificar la reserva 
no permiten explicar el supuesto riesgo de posibles indemnizaciones eco-
nómicas, y que no tenía sentido alguno mantener tal información fuera del 
conocimiento público. Sostiene, incluso, que en el caso de que el riesgo de 
eventuales indemnizaciones estuviera suficientemente justificado y explica-
do, igualmente la Resolución Exenta N° 894 no da cuenta de la relación exis-
tente entre dicho riesgo y la causal del artículo 27 de la Ley N° 19.300 relativa 
al resguardo de los intereses comerciales, pues “para ello, hubiera sido nece-
sario que la Dirección Ejecutiva del SEA ponderara la reserva en relación a la 
participación ciudadana informada, obligación que deriva de lo prescrito en 
los arts. 26 y 27 de la Ley 19.300, y 55 y 56 del RSEIA”.

Enfatiza el Segundo TA la necesidad de ponderar la finalidad de la reserva 
y el resguardo del interés público que existe tras una participación ciudadana 
informada. Al efecto sostiene: “Por un lado, es posible entender que la reserva 
solicitada por el MOP buscaba alcanzar su objetivo –la construcción y ope-
ración de una obra pública de infraestructura– al menor costo posible, pues 
eventuales indemnizaciones harían más costosa la autopista. Sin embargo, la 
reserva debe entenderse como una excepción y como una norma de derecho 
estricto, por cuanto lo que se sacrifica a su favor es la participación ciudadana 
informada, y por consiguiente exige un esfuerzo adicional de justificación 
para dar lugar a la misma”.

El Segundo TA analiza, en especial, la relevancia que actualmente tiene la 
participación ciudadana informada en el SEIA, concluyendo que ésta consti-
tuye “no sólo un principio general sino un requerimiento sustantivo e insus-
tituible cuya facilitación es elevada, a mayor abundamiento en el art. 4° de la 
Ley 19.300, a ‘deber del Estado’”. Se refiere el Segundo TA a que existe una 
relación entre participación, información y reserva, la cual debe ser adecua-
damente ponderada y protegida. Señala, asimismo, el Segundo TA que, ade-
más de ser un derecho, “la participación ciudadana informada es una cues-
tión necesaria, aunque no suficiente, para alcanzar lo que el marco analítico 
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conocido como justicia ambiental denomina justicia distributiva. Para que la 
distribución de cargas y beneficios ambientales sea equitativa y proporcional, 
es, en efecto, previo y necesario que exista justicia participativa, la que está di-
rigida a garantizar que las consecuencias de una determinada actividad sean 
el resultado de la participación deliberativa de todos los afectados por ella”.

Sostiene, entonces, que la información acerca de los flujos vehiculares es 
imprescindible para que la ciudadanía pueda consultar y conocer adecuada-
mente, entre otros impactos negativos, el nivel de ruido y de repercusión en 
la calidad de aire, que podría generar el proyecto. Explica, también, la forma 
en que en este caso en concreto se manifiesta la relevancia de dicha infor-
mación, en lo que se refiere a la participación ciudadana y como la decisión 
administrativa del director ejecutivo de decretar la reserva, no está correcta ni 
suficientemente fundada, en particular por ausencia de ponderación de sus 
efectos, en especial en relación al artículo 56 del Reglamento del SEIA.

Señala, además, que con la falta de fundamento de la Resolución N° 894, 
al no ponderarse de manera adecuada la finalidad de la participación ciudada-
na y la reserva, se incurrió en ocultamiento de información de manera ilegal, 
lo que lleva a analizar si el acto debe o no sobrevivir a su ilegalidad. Sostiene 
que procede su invalidación, ya que aun tratándose de un acto trámite “sí 
produjo indefensión del Titular del Proyecto así como indefensión de la co-
munidad afectada por la construcción de la autopista”. Finalmente, señala 
que si bien la invalidación de un acto trámite podría evitar la nulidad de los 
actos posteriores, en este caso “alcanza a todo el procedimiento de evaluación 
ambiental seguido con posterioridad”.

Por último, estima que no es necesario pronunciarse sobre el resto de las 
alegaciones de forma sustantiva, porque la consecuencia necesaria de la inva-
lidación de la RE N° 894 es la nulidad de todo el procedimiento de evaluación 
ambiental del proyecto. Adicionalmente, señala que los ICSARAS N° 1 y 2 
son actos trámites que no dejan en la indefensión, porque todavía era posible 
enfrentarlos mediante el cuestionamiento de la RCA, lo cual consta de la re-
clamación pendiente ante el Comité de Ministros.

Por lo tanto, el Segundo TA acoge la reclamación en contra de la RE N°254, 
de 22 de marzo de 2013, y deja sin efecto la RE N° 894, de 22 de noviembre 
de 2011, del director ejecutivo del SEA, y todo el procedimiento administra-
tivo posterior, ordenando, en consecuencia, que se retrotraiga al momento 
inmediatamente anterior al de la dictación de la RE N° 894, que accedió a la 
petición de reserva solicitada por la Dirección General de Obras Públicas.
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1.2. Sentencia de la Excma. Corte Suprema9

La Corte Suprema en su sentencia de 26 de junio de 2014, al pronunciarse 
sobre el recurso de casación en la forma y en el fondo, interpuesto por el 
director ejecutivo del SEA contra la sentencia del Segundo TA, sostiene que 
existe contradicción en la sentencia impugnada en relación al concepto de in-
defensión como requisito legal para establecer la impugnabilidad de un acto 
trámite. En efecto, la contradicción se plantea al afirmar que la RE N° 894 
produjo indefensión tanto al titular del proyecto como a la comunidad afecta-
da, en razón de su inexistente –defectuosa o no informada– participación, y al 
mismo tiempo sostener que los ICSARAS N° 1 y 2 son actos trámites que no 
producen indefensión al estar impugnados ante el Comité de Ministros del 
SEA. La contradicción surge dado que tanto la RE N° 894 como los ICSARAS 
N° 1 y 2, se incluyen como fundamentos del recurso de reclamación adminis-
trativo presentado por Sergio Reiss en contra de la RCA N° 255/2013, some-
tido al conocimiento del Comité de Ministros, y que se encuentra pendiente.
Por otra parte, al pronunciarse el Segundo TA respecto de la buena fe como 
límite de la potestad invalidatoria y señalar que no procede acogerla, en razón 
de no existir una situación consolidada (debido a que se encuentra pendiente 
el pronunciamiento del Comité de Ministros, respecto de dos reclamaciones 
administrativas contra la RCA), la Corte estima que incurre también en con-
tradicción al declarar la nulidad de la RE N° 894 sobre la cual no existía situa-
ción jurídica consolidada.

Sostiene que si el fallo contiene razonamientos incompatibles entre sí, se 
produce una anulación de antecedentes y de raciocinio, lo que implica que la 
sentencia carece de motivaciones y fundamentos, configurándose el vicio de 
nulidad formal contemplado en el artículo 26, inciso 4 de la Ley N° 20.600. 
De esta manera acoge el recurso de casación y dicta sentencia de reemplazo. 

Dicha sentencia de reemplazo establece que el reclamante solicita, con 
fecha 15 de marzo de 2013, al Segundo TA, la invalidación, por un lado, de 
los actos administrativos cuya anulación le fue denegada por la resolución 
reclamada (RE N° 254/2013) y, por el otro, de la RCA favorable al proyecto (RE 
N° 255/2013). A su vez, el 4 de junio de 2013, el mismo reclamante deduce 
recurso de reclamación ante el Comité de Ministros en contra de la RE N° 
255/2013, en cuyos fundamentos incluye, entre otros, la reserva de informa-
ción a que se accedió en la RE N° 894/2011. El Comité de Ministros suspendió 

9	 Corte Suprema, Rol N° 7451-2013, sentencia de fecha 26 de junio de 2014.
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el conocimiento de la reclamación hasta que se resolviera esta causa ante el 
Segundo TA.

Razona la Corte, que el legislador ha establecido una acción de reclama-
ción administrativa especial en contra de la RCA ante el Comité de Ministros, 
tanto para el titular del proyecto como para cualquier persona que hubiere 
formulado observaciones durante el proceso de evaluación ambiental.

Señala, además, que el principio procedimental de orden consecutivo le-
gal, recogido por el legislador al establecer la competencia del Tribunal Am-
biental, exige que el conocimiento de las reclamaciones interpuestas ante el 
Comité de Ministros y las que se interpongan ante el TA, debe realizarse con-
forme a un ordenamiento que permita concluir la tramitación del asunto ante 
la judicatura, esto es, que la decisión definitiva de la cuestión se entregue al 
órgano jurisdiccional y no a una autoridad administrativa, como acontecería 
en este caso si se resuelve la reclamación ante el Comité de Ministros, una 
vez fallados los recursos de casación sometidos al conocimiento de la Corte 
Suprema. Esta concatenación de hechos es inadmisible, sostiene la Corte10, 
ya que el contencioso administrativo establecido por las leyes N° 19.300 y N° 
20.600 tiene por fin sujetar la actividad de la administración del Estado al 
control del órgano jurisdiccional y no a la inversa.

Por lo tanto, la Corte afirma que el Segundo TA no tiene competencia para 
pronunciarse sobre la reclamación de Sergio Reiss en la que se solicita la 
invalidación de la RCA, sin que antes se resuelva la que formuló el mismo 
reclamante ante el Comité de Ministros, “pues exigencias de racionalidad, 
eficiencia, economía procesal y la naturaleza del contencioso-administrativo 
de que se trata así lo requieren11.

Concluye, entonces la Corte, que por existir una acción administrativa 
especial pendiente, es dicha vía la que se ha debido seguir para solucionar 
el conflicto. El Comité de Ministros representa, necesariamente, la última y 
definitiva etapa del procedimiento administrativo, de modo que solo una vez 
conocida su decisión sobre el particular (la que supone una revisión de mérito 
y de la legalidad de la decisión reclamada) tendrá cabida la intervención juris-
diccional. De lo contrario, podría darse la existencia de decisiones contradicto-
rias emanadas de dos poderes del Estado, escenario que debe ser evitado. De 
esta manera, no ha lugar a la reclamación deducida por el señor Sergio Reiss.

10	 Ibíd., sentencia de reemplazo, considerando 5°.

11	 Ibíd., sentencia de reemplazo, considerando 7°.
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1.3. Análisis de lo resuelto
En este caso, la Corte Suprema no se pronuncia sobre el fondo del asunto re-
suelto por el Segundo TA, o sea, en relación a la procedencia de la reserva de 
información frente al acceso a la información y la participación ciudadana. En 
efecto, la sentencia del Segundo TA discurre fundamentalmente en torno a la 
ponderación entre dos instituciones jurídicas, la de la reserva de información 
y la del acceso a la misma y la participación ciudadana. Pero, el razonamiento 
de la Corte se centra en la diferenciación entre el procedimiento administrati-
vo creado por la ley en materia de evaluación de impacto ambiental y el juris-
diccional seguido ante los Tribunales Ambientales, los que concluyen con el 
pronunciamiento de la Corte Suprema en caso que se interponga la casación.

En este sentido, la Corte Suprema es clara y sostiene que la última palabra la 
debe tener la sede jurisdiccional, de manera que todo el proceso seguido ante el 
Segundo TA no es válido, puesto que no se había concluido previamente con el 
procedimiento administrativo de evaluación ambiental, al encontrarse pendien-
tes los recursos de reclamación administrativos en contra de la RCA del proyec-
to en cuestión. La Corte Suprema entonces, llama a agotar la vía administrativa.

Como se verá más adelante –al analizar la sentencia del Caso Pascua 
Lama–, la Corte también se pronuncia sobre la relación entre el procedimien-
to administrativo que se conoce por la Administración y el contencioso-admi-
nistrativo, llevado adelante ante los Tribunales Ambientales. Sin embargo, en 
el caso Pascua Lama considerará que ambos procedimientos se encuentran 
indisolublemente unidos, en cambio, en el caso analizado, los separa y resalta 
su diferencia e independencia.

2.Sentencia de la Excma. Corte Suprema dictada en la causa Rol N° 
16.706-2014: Caso Tres Bocas, Santuario de la Naturaleza Carlos An-
wandter

2.1. Resumen del caso
Con fecha 14 de febrero de 2014, la Superintendencia del Medio Ambiente 
(en adelante, “SMA”) dictó la RE N° 98, en virtud de la cual requirió –bajo 
apercibimiento de sanción– el ingreso al SEIA del proyecto “Loteo Riberas de 
La Dehesa”, de propiedad de Carlos Montoya Villarroel, ubicado en el predio 
Tres Bocas, dentro del Santuario de la Naturaleza Carlos Anwandter, en la Re-
gión de Los Ríos. El proyecto consistía en la subdivisión y loteo de un predio 
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para su posterior urbanización, con el objeto de vender parcelas de agrado que 
contarían con un entorno natural privilegiado. A juicio de la SMA, el proyecto 
debía ingresar al SEIA antes de que se comenzara a ejecutar, pues se llevaría 
a cabo en un Santuario de la Naturaleza12.

El predio Tres Bocas, corresponde a una isla rodeada por los ríos Cruces 
y Chorocamayo dentro del Santuario Carlos Anwandter que, de acuerdo a lo 
establecido en el Decreto Supremo N° 2734, de 1981, del Ministerio de Educa-
ción, es declarado como Santuario de la Naturaleza tanto “el lecho, islas y zo-
nas de inundación del Río Cruces y Chorocamayo, entre el extremo norte de la 
Isla Teja por el sur y dos kilómetros al norte del castillo San Luis de Alba por el 
norte”. El Santuario de la Naturaleza Carlos Anwandter, además, es el primer 
humedal protegido en Chile bajo la Convención Ramsar, suscrita en 1981, y 
en esa calidad se encuentra en la lista de humedales de importancia mundial.

El 7 de marzo de 2014, Carlos Montoya Villarroel presentó un reclamo de 
ilegalidad ante el Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Val-
divia, en contra de la RE N° 98. Como principal fundamento de su recurso, 
señaló que el proyecto no debía ingresar al SEIA, pues no le resultaba apli-
cable la letra p) del artículo 10 de la Ley N° 19.300 sobre bases generales del 
Medio Ambiente. Para sustentarlo, señaló que el predio se encuentra fuera 
del Santuario de la Naturaleza Carlos Anwandter; y que no existe ejecución de 
obra o actividad alguna susceptible de causar impacto ambiental.

Para resolver la controversia planteada, sin embargo, la sentencia del Ter-
cer TA recorrió un camino improbable, pues desarrolló sus argumentos de-
jando asentado dos cosas que, ya a primera vista, debieron bastar para deses-
timar el recurso tal y como fue planteado: por un lado, sostiene que el predio 
se encuentra situado dentro del Santuario (considerando 87°) y, por otro, que 
el loteo tiene como finalidad última su urbanización (considerando 92°), por 
lo que califica como un “proyecto o actividad” para efectos de su evaluación 
ambiental. Es decir, de acuerdo al Tribunal, se verificaban los dos supuestos 
legales sobre los que se sustentó el requerimiento de ingreso al SEIA efec-
tuado al proyecto “Loteo Riberas de La Dehesa”, esto es, que se ejecutaba un 
proyecto o actividad susceptible de causar impacto ambiental y ese proyecto o 
actividad se desarrollaba al interior de un Santuario de la Naturaleza.

12	 La letra p) del artículo 10 de la Ley N° 19.300, se refiere, dentro de los proyectos o actividades que 
obligatoriamente deberán evaluarse en el SEIA, a aquellos que se ejecuten “en parques nacionales, 
reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, 
parques marinos, reservas marinas o en cualesquiera otras áreas colocadas bajo protección oficial, en 
los casos en que la legislación respectiva lo permita”.
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Sin embargo, la sentencia estimó que correspondía de todas formas anular 
la resolución recurrida, así como las actuaciones del proceso de fiscalización 
que le precedieron. Para hacerlo, tuvo que considerar que en la tramitación 
del requerimiento de ingreso del proyecto al SEIA se había omitido un trámi-
te esencial, consistente en oficiar al Ministerio del Medio Ambiente sobre los 
límites del santuario y la ubicación del predio Tres Bocas en su interior, pues 
a esa secretaría, en consulta con el Consejo de Monumentos Nacionales, le 
correspondería, actualmente, ejercer la competencia sobre la determinación 
de los límites de los santuarios de la naturaleza.

En efecto, el Tercer TA señaló que:

“[H]oy en día es el Ministerio del Medio Ambiente, en acuerdo con el 
Consejo de Monumentos Nacionales –el primero en su calidad de cus-
todio, y el segundo como tutor y protector de los Santuarios de la Na-
turaleza-, el organismo del Estado competente para definir y modificar, 
[…] los límites de los Santuarios de la Naturaleza. Por consiguiente, la 
SMA, durante el procedimiento de fiscalización, que terminó en la Re-
solución Recurrida, debió consultar al Ministerio del Medio Ambiente 
–el que debe contar con el acuerdo del Consejo de Monumentos Nacio-
nales –sobre los límites del Santuario, cosa que no ocurrió. La ausencia 
de este trámite vicia la Resolución Recurrida, por lo que este Tribunal la 
anulará, por haber sido pasada sin consulta de rigor a la autoridad com-
petente, única autorizada para definir si el predio se encontraba o no 
dentro del Santuario. En tales circunstancias, malamente las respuestas 
entregadas a la SMA pudieron, en su esencia, servir de fundamento y 
motivación fáctica suficiente para la dictación del acto administrativo 
impugnado, al existir una clara distinción entre la legalidad formal y la 
sustancial, debiendo un acto administrativo, para producir válidamente 
sus efectos, estar formal y sustancialmente fundado, lo que no se verifi-
ca en el caso de la resolución impugnada”13.

Como se señaló, el Tribunal alcanza esta conclusión a pesar de declarar 
enseguida que “en la controversia ambiental de autos, ha quedado establecido 
que el Loteo se encuentra dentro del Santuario, por lo que corresponderá al 

13	 Tercer Tribunal Ambiental, Rol R-2-2014, sentencia de fecha 30 de mayo de 2014, considerando 64°.
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SEA determinar el impacto que él tenga sobre el mismo”14. Agrega que la RE 
N° 98:

“[No se detiene en más a profundizar sobre las premisas que le llevan a 
concluir que el predio se encuentra emplazado en una isla [y, por tanto, 
dentro de los límites descritos para el Santuario en el Decreto Supremo 
N° 2734, previamente transcrito]. Por cierto que la acción fiscalizadora 
ha sido iniciada por un privado –y no por los organismos del Estado a 
cargo de controlar–. Pero huelga que sus dichos deben sean [sic] proba-
dos en el procedimiento administrativo, por lo que no basta con aquella 
mera afirmación del denunciante para hacer prueba de tal hecho. De 
esta forma, nos encontramos frente a lo que la lógica proposicional de-
nomina non sequitur, esto es, que la conclusión no se sigue de las pre-
misas. […] Esto último se debe considerar una falta al principio de ra-
zonabilidad que consagra el inciso segundo del artículo 11 de la Ley N° 
19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos 
que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado”15.

Sin embargo, el Tercer TA afirma que:

“Independientemente de si el Predio se ubica en una isla o penínsu-
la, el Ministerio del Medio Ambiente ha zanjado la controversia, en 
estrado y con posterioridad a la dictación de la Resolución Recurrida, 
al esclarecer la ubicación del Predio en relación con el Santuario, me-
diante su Resolución Exenta N° 120, de 20 de febrero de 2014 […]. En 
consecuencia, a contar del 20 de febrero de 2014, puede aseverarse con 
propiedad que el Predio se encuentra situado dentro del Santuario”16.

A pesar de lo anterior, en la parte resolutiva de la sentencia, el Tercer TA 
decidió:

“1) Acoger la reclamación de don Carlos Javier Montoya Villarroel, de 
7 de marzo de 2014, en contra de la Resolución Exenta N° 98, de 14 de 

14	 Ibíd., considerando 92°.

15	 Ibíd., considerandos 75° y 76°.

16	 Ibíd., considerando 87°.
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febrero de 2014, dictada por la Superintendencia del Medio Ambiente, 
por no ajustarse ésta a la normativa vigente. 2) Anular, en consecuen-
cia, la Resolución Exenta N° 98, dictada por la Superintendencia del 
Medio Ambiente, y anular el proceso de fiscalización ambiental que le 
sirvió de base con excepción de la denuncia, debiéndose en consecuen-
cia continuar el proceso de fiscalización a partir de esta etapa. 3) En 
cuanto a la solicitud del Reclamante relativa a que este Tribunal declare 
que el proyecto ‘Loteo Riberas de la Dehesa’ no debe ingresar al Sistema 
de Evaluación de Impacto Ambiental, el Reclamante deberá estarse a la 
resolución que emane del nuevo proceso de fiscalización que por este 
acto se instruye”.

El 18 de junio de 2014, la SMA presentó un recurso de casación en el fondo 
en contra de la sentencia del Tercer TA, por haber incurrido en un error de 
derecho que influyó sustancialmente en lo dispositivo del fallo, al infringir lo 
establecido en el artículo 13 de la Ley N° 19.880 sobre Bases Generales de los 
Procedimientos Administrativos17.

En efecto, el Tercer TA constató todos los requisitos necesarios para que el 
proyecto se encuentre eludiendo el SEIA, alcanzando las mismas conclusiones 
de la SMA sobre la ubicación del proyecto dentro del Santuario Carlos Anwand-
ter y sobre la configuración de la tipología del artículo 10, letra p), de la Ley N° 
19.300. Aun así, anuló la resolución y todo el proceso de fiscalización que le 
precedió, pues la SMA no habría solicitado pronunciamiento al Ministerio del 
Medio Ambiente sobre los límites del Santuario y no justificó adecuadamente 
cómo llegó a concluir que el predio Tres Bocas se encuentra en una isla. Todo 
lo anterior, a pesar de declarar en la propia sentencia que “la discusión sobre la 
naturaleza geográfica del terreno donde se emplaza el Predio es inconducente a 
la resolución de la presente causa”, pues hoy “puede asegurarse con propiedad 
que el Predio se encuentra situado dentro del Santuario”18.

17	 Dicho artículo dispone lo siguiente:
	 “Artículo 13.- Principio de la no formalización. El procedimiento administrativo debe desarrollarse 

con sencillez y eficacia, de modo que las formalidades que se exijan sean aquéllas indispensables 
para dejar constancia indubitada de lo actuado y evitar perjuicios a los particulares.

	 El vicio de procedimiento o de forma sólo afecta la validez del acto administrativo cuando recae en 
algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico 
y genera perjuicio al interesado.

	 La administración podrá subsanar los vicios de que adolezcan los actos que emita, siempre que con 
ello no se afectaren intereses de terceros”.

18	 Tercer Tribunal Ambiental, Rol R-2-2014, op.cit., considerando 87°.
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2.2. Sentencia de la Excma. Corte Suprema
La Corte Suprema rechaza, en primer lugar, la idea de que sea el Ministerio 
del Medio Ambiente el organismo que deba definir si el predio se encuentra 
dentro de los límites del Santuario, pues la pregunta que se intentaba respon-
der en el procedimiento administrativo no era, en rigor, sobre cuáles son esos 
límites (que ya han quedado fijados por el Decreto Supremo N° 2734, de 1981, 
del Ministerio de Educación), sino sobre su aplicación a un caso concreto, 
para establecer si un punto determinado queda comprendido en ellos.

El trámite que el Tercer TA reprochó como omitido, no tiene que ver, en 
opinión del Máximo Tribunal, con la creación o modificación de los límites 
del Santuario, “sino con la definición de si un predio se encuentra o no dentro 
de los límites contenidos en el Decreto Supremo citado, en otros términos, 
radicaba en la interpretación práctica en relación a un lugar geográfico deter-
minado de los límites fijados en el Decreto Supremo”. Mientras no se cree el 
Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas a que se refiere el artículo 34 de 
la Ley N° 19.30019, existiendo el pronunciamiento del Consejo de Monumen-
tos en el procedimiento administrativo, no se verifica el vicio que reclama la 
sentencia recurrida20.

En segundo lugar, sobre la supuesta falta de fundamentación por parte de 
la SMA respecto al carácter insular del lugar en que se encuentra el predio, 
la Corte constata que el fallo del Tercer TA concluye en forma categórica que 
“la discusión sobre la naturaleza geográfica del terreno donde se emplaza el 
Predio es inconducente a la resolución de la presente causa”21. Enseguida, la 
sentencia de casación, citando el inciso segundo del artículo 13 de la Ley N° 
19.880, se refiere al principio de conservación del acto administrativo para 
destacar que, de acuerdo a la jurisprudencia constante del máximo Tribunal, 
la nulidad es un remedio excepcional ante la ilegalidad de un acto administra-
tivo, pues “ella sólo será procedente si el vicio es grave y esencial”22.

Enseguida, y en lo que respecta a la esencialidad del vicio, la Corte se refie-
re al “principio de trascendencia”, que ha desarrollado la doctrina del derecho 

19	 Tal interpretación corresponde al Consejo de Monumentos Nacionales, lo que la Corte obtiene al anali-
zar las modificaciones al artículo 31 de la Ley N° 17.288 sobre Monumentos Nacionales, que introdujo 
el artículo 4, letras a) y b), de la Ley N° 20.417. Corte Suprema, Rol N° 16.706-2014, sentencia de fecha 
10 de diciembre de 2014, considerandos 7°, 8° y 9°.

20	 Ibíd., considerandos 11° y 12.°

21	 Ibíd., considerando 14°.

22	 Ibíd., considerando 16º.



346

procesal sobre los vicios por los que procede una declaración de nulidad. Ci-
tando a Eduardo Couture, el razonamiento del fallo señala que “las nulidades 
no tienen por finalidad satisfacer pruritos formales, sino enmendar los perjui-
cios efectivos que pudieran surgir de la desviación de los métodos de debate 
cada vez que esta desviación suponga restricción de las garantías a que tienen 
derecho los litigantes”23.

Por eso, la sentencia considera improcedente que se anule un procedi-
miento de fiscalización ambiental y la resolución que le puso término, si el vi-
cio de procedimiento (la falta de fundamentación sobre el carácter insular del 
predio) no produjo efectos graves y esenciales24, pues el propio fallo recurrido 
ha dicho que “la discusión sobre la naturaleza geográfica del terreno donde se 
emplaza el Predio es inconducente a la resolución de la presente causa”. Se 
señala, por lo tanto, en la sentencia de casación que “en efecto, en estos autos 
no se ha demostrado que el antedicho vicio haya causado un perjuicio con-
creto relativo al interés jurídico del reclamante de autos que haya producido 
una afectación de su derecho a defensa respecto de la Resolución N° 98 de la 
Superintendencia del Medio Ambiente”25.

Como conclusión, el fallo señala que:

“los sentenciadores, al fallar como lo hicieron incurrieron en errores 
de derecho al disponer la nulidad del procedimiento de fiscalización 
ambiental y de la Resolución N° 98, toda vez, que por una parte infrin-
gieron el artículo 13 de la Ley N° 19.880 al establecer que constituye un 
vicio la omisión de informe del Ministerio del Medio Ambiente sobre 
los límites del Santuario de la Naturaleza Carlos Anwandter, en circuns-
tancias que ello no es así y, por otra parte, la falta de fundamentación 
del carácter insular del predio no tuvo la entidad para causar la nulidad 
de la aludida resolución, sin que se probara que su ocurrencia, de exis-
tir, hubiera causado un perjuicio al interesado”26.

Al haber influido estos errores en lo dispositivo del fallo (“pues indujeron 
a anular la Resolución N° 98”) la Corte lo invalidó, acogiendo el recurso de 

23	 Ibíd., considerando 17º.

24	 Ibíd., considerando 18º.

25	 Ibíd., considerando 19°.

26	 Ibíd., considerando 21º
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casación en el fondo interpuesto por la SMA en su contra, y dictando sen-
tencia de reemplazo que rechaza el reclamo de ilegalidad presentado, el 7 de 
marzo de 2014, por Carlos Montoya Villarroel, con costas.

2.3. Análisis de lo resuelto
La sentencia de la Corte Suprema confirma la vigencia del principio de conser-
vación del acto administrativo, a que se refiere el inciso segundo del artículo 13 
de la Ley N° 19.880, pues declara que los vicios de forma producen la nulidad 
de esos actos sólo en la medida que presenten un vicio de la entidad suficiente 
(grave y esencial27).
No tiene la entidad suficiente (es decir, no es grave ni esencial), un vicio que, 
según los términos del debate fijados por la propia sentencia y de acuerdo 
a los motivos que haya enunciado para decidir de un cierto modo, no pudo 
contribuir a alterar lo resuelto en ella. Esto es así aunque el vicio incida en 
una motivación defectuosa del acto. El déficit de motivación de los actos ad-
ministrativos, de esta forma, también debe examinarse desde su principio de 
conservación.

3. Sentencia de la Excma. Corte Suprema dictada en la causa rol N° 
11.600-2014: Caso Pascua Lama

3.1. Resumen del caso
Con fecha 24 de mayo de 2013, la SMA dictó la RE N° 477, en virtud de la 
cual se finalizó el procedimiento sancionatorio rol A-002-2013, seguido con-
tra Compañía Minera Nevada SpA, por el proyecto Pascua Lama. Dicha re-
solución tenía la importancia de ser el primer pronunciamiento de la SMA, 
aplicando la nueva lógica sancionatoria dispuesta en la Ley Orgánica de la 
Superintendencia del Medio Ambiente, establecida en el artículo segundo de 
la Ley N° 20.417 (en adelante, “LOSMA”).

Con fecha 11 de junio de 2013, agricultores y regantes de la comuna de 
Alto del Carmen presentaron la primera reclamación en contra de dicha re-
solución, caratulada por el Segundo Tribunal Ambiental con el Rol R-6-2013. 
Con fecha 17 de junio de 2013, las Comunidades Indígenas Diaguitas, inter-
pusieron en el mismo tribunal la segunda reclamación en contra de la misma 

27	 Ibíd., considerando 18º.



348

resolución de la SMA, caratulada bajo el Rol R-7-2013. Finalmente, con fecha 
18 de junio de 2013, las sociedades Agrícola Santa Mónica y Dos Hermanos 
Ltda., interpusieron la tercera reclamación, caratulada con el Rol R-8-2013. 
Todas las reclamaciones, en términos generales, iban orientadas a dejar sin 
efecto lo resuelto por la SMA, con el fin de que se aplicara una sanción más 
gravosa a la empresa por los incumplimientos verificados. El referido tribu-
nal, a su vez, aceptó la intervención de Compañía Minera Nevada SpA como 
tercero coadyuvante de la SMA, quien era el reclamado en dichos autos. Con 
fecha 3 de marzo de 2014, el Segundo TA dictó sentencia28, acogiendo par-
cialmente las reclamaciones y ordenando en definitiva, anular la RE N° 477, 
atendido el hecho de que se habían constatado ilegalidades que llevaban con-
sigo un vicio transversal a toda la resolución anulada, consistente en la falta 
de fundamentación. Específicamente, la sentencia se pronunció, entre otros, 
sobre los siguientes temas donde se habría constatado un vicio o ilegalidad: 
(i) el estándar de motivación de las resoluciones finales; (ii) la legitimación 
activa; (iii) la improcedencia de la aplicación del denominado “concurso in-
fraccional”; (iv) el insuficiente análisis de la afectación a la calidad de las aguas 
superficiales y subterráneas; (v) la inadecuada ponderación de la conducta 
anterior del infractor; (vi) la falta de autorización previa del Tribunal para las 
medidas urgentes y transitorias impuestas por la SMA; y, (vii) la legalidad de 
medidas urgentes y transitorias ordenadas por la SMA.

El 20 de marzo de 2014, Compañía Minera Nevada SpA presentó un recurso 
de casación en el fondo y en la forma en contra de la sentencia del Segundo TA. El 
recurso de casación en la forma, se estructuró sobre la base de alegar los siguien-
tes vicios: (i) el haber sido dada ultra petita, esto es, otorgando más de lo pedido 
por las partes o extendiéndola a puntos no sometidos a la decisión del tribunal 
–artículo 768 N°4 del Código de Procedimiento Civil–; y (ii) el haber sido pro-
nunciada con infracción manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba 
conforme a las reglas de la sana crítica –artículo 26 de la Ley N° 20.600–. Por su 
parte, el recurso de casación en el fondo se estructuró sobre la base de infracción 
del artículo 30 de la Ley N° 20.600, y el artículo 60 de la LOSMA.

3.2. Sentencia de la Excma. Corte Suprema
El máximo tribunal resolvió, con fecha 30 de diciembre de 2014, que Com-
pañía Minera Nevada Spa no pudo comparecer en los autos rol R-6-2013, en 

28	 Segundo Tribunal Ambiental, Rol R-6-2013, sentencia de fecha 3 de marzo de 2014. Acumuladas causas 
R-7-2013 y R-8-2013.
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calidad de tercero coadyuvante de la SMA y, en concordancia con ello, tam-
poco pudo deducir los recursos de casación en la forma y en el fondo. Por 
lo tanto, se resolvió anular la resolución del Segundo TA que dio lugar a la 
comparecencia de la empresa como tercero coadyuvante y también las resolu-
ciones que resolvieron las presentaciones de la compañía en tal calidad. Por lo 
tanto, la Corte Suprema omitió su pronunciamiento en relación a los recursos 
de casación interpuestos.

3.3. Análisis de lo resuelto
Para los interesados en la puesta en marcha de la nueva institucionalidad am-
biental, el referido fallo era trascendental, dado que se esperaba que determi-
nara la forma precisa en que la SMA debía ejercer su potestad sancionadora y, 
a su vez, resolviera temas tan importantes como el grado de discrecionalidad 
con el que cuenta el mencionado Servicio, la forma de sancionar (por hecho 
o aplicando el denominado “concurso infraccional”), y cómo debían ser pon-
deradas la circunstancias del artículo 40 de la LOSMA. Sin embargo, el fallo 
del máximo tribunal estuvo muy lejos de aclarar esas inquietudes. Por el con-
trario, terminó por resolver el caso con una decisión que evita pronunciarse 
sobre el fondo del asunto, limitándose a realizar un análisis formal de la cali-
dad con la que participó la empresa en sede jurisdiccional, análisis que, por lo 
demás, trajo consigo, a nuestro juicio, argumentaciones erróneas.

Tal como se mencionó anteriormente, la referida Corte señaló como un 
error que el Segundo TA haya considerado a Compañía Minera Nevada SpA 
como tercero coadyuvante de la SMA, en los reclamos de ilegalidad inter-
puestos por los denunciantes interesados en el procedimiento administrativo 
sancionatorio.

Para llegar a esa conclusión, la Corte Suprema parte haciendo presente la 
“estrecha relación que existe entre el procedimiento administrativo de genera-
ción del acto y el proceso jurisdiccional previsto para controlar su legalidad”29. 
Sin embargo, el razonamiento que se recoge en los siguientes considerandos 
de la sentencia, ya no sólo “vincula estrechamente” dicho procedimiento y el 
proceso jurisdiccional de revisión del acto administrativo, sino que los iden-
tifica completamente, negando de esa forma la naturaleza completamente 
diferente de los mismos, diferencias que, por lo demás, son elementales y 
que se expresan en la función del poder que se ejerce (por un lado, el poder 

29	 Corte Suprema, Rol N° 11.600-2014, sentencia de fecha 30 de diciembre de 2014, considerando 6°.
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ejecutivo y, por otro, el poder judicial); el asunto que resuelven (problema 
administración-administrado frente a un asunto contencioso) y la calidad del 
acto decisorio final (acto administrativo y acto jurisdiccional).

En este sentido, la Corte Suprema concluyó expresamente que “la referida 
compañía tuvo la calidad de parte en el procedimiento administrativo, sin 
que pueda, en el proceso incoado para la revisión de tal procedimiento, abs-
traerse de tal circunstancia, por lo que no es posible que pretenda intervenir 
como un tercero ajeno, que coadyuva a la Administración”30. Para llegar a 
esta conclusión, la Corte entrega los siguientes argumentos: (i) Compañía 
Minera Nevada Spa no podía apersonarse como tercero coadyuvante de la 
SMA, “toda vez que en el procedimiento cuya legalidad se revisa –y del que 
nace el acto administrativo impugnado– tuvo la calidad de sujeto pasivo, parte 
directa que soportó el ejercicio de la acción fiscalizadora e investigadora del 
organismo citado”31; y (ii) que “[r]esulta del todo insostenible que en el actual 
procedimiento Compañía Minera Nevada Spa actúe como tercero ajeno, me-
nos aún en calidad de coadyuvante de un órgano del Estado que representa 
los intereses públicos, calidad en la que dirigió su accionar en contra de quien 
se pretende coadyuvante”32.

Analizando el orden de las ideas del máximo tribunal, resulta claro que su  
argumentación no es deductiva. En primer lugar, exige que la calidad de suje-
to pasivo (parte) que detentó la empresa en el procedimiento administrativo 
sancionatorio, se traspase sin más al procedimiento jurisdiccional de revisión 
del acto administrativo terminal (contencioso administrativo). Lo anterior, sin 
dar ningún argumento, sino solo realizando una escueta presentación sobre 
la regulación de la intervención de terceros en procesos judiciales. Pero en 
ningún momento respondió la gran pregunta: ¿por qué la calidad de parte 
que tiene un sujeto en el procedimiento administrativo se traspasa de forma 
necesaria al proceso judicial? En segundo lugar, la Corte Suprema hace un 
verdadero análisis de conveniencia de que un sujeto sancionado por la SMA 
llegue, posteriormente, a ser un tercero coadyuvante en un reclamo de ilegali-
dad ventilado ante el respectivo Tribunal Ambiental. Sin embargo, desconoce 
que, de una simple revisión de los preceptos legales, se concluye que esa po-
sibilidad existe y está expresamente reconocida.

30	 Ibíd.

31	 Ibíd., considerando 7°.

32	 Ibíd.
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El fallo en comento, en este sentido, adolece de varios errores jurídicos que 
llevan a que su decisión sea prácticamente de “equidad” y no de “derecho”. 
Dentro de los errores jurídicos se pueden mencionar los siguientes:

(a) La sentencia desconoce que es la propia LOSMA (que regula el procedimien-
to administrativo sancionatorio seguido ante la SMA) y la Ley N° 20.600 (que 
regula el procedimiento jurisdiccional relativo al control de los actos de la SMA) 
las que permiten la intervención de la empresa como tercero coadyuvante.

En este sentido, de acuerdo al artículo 21 de la LOSMA, cualquier persona 
podrá denunciar ante la SMA el incumplimiento de instrumentos de gestión 
ambiental y normas ambientales. El artículo agrega que en el evento de que 
producto de tales denuncias se iniciara un procedimiento administrativo san-
cionador, el denunciante tendrá, para todos los efectos legales, la calidad de 
interesado en dicho procedimiento. Por su parte, el artículo 18 N° 3, de la Ley 
N° 20.600, dispone que podrán intervenir como “partes” en los asuntos de 
competencia de los tribunales ambientales, específicamente en las reclama-
ciones en contra de las resoluciones de la SMA, las personas naturales o jurí-
dicas directamente afectadas por la resolución de la SMA. Adicionalmente, el 
mismo artículo 18 señala que en “los procedimientos que se regulan en esta 
ley será aplicable lo dispuesto en el artículo 23 del Código de Procedimiento 
Civil”. Este último artículo dispone que “los que, sin ser partes directas en el 
juicio, tengan interés actual en sus resultados, podrán en cualquier estado 
de él intervenir como coadyuvantes, y tendrán en tal caso los mismos dere-
chos que concede el artículo 16 a cada una de las partes representadas por un 
procurador común, continuando el juicio en el estado en que se encuentre. 
Se entenderá que hay interés actual siempre que exista comprometido un 
derecho y no una mera expectativa, salvo que la ley autorice especialmente la 
intervención fuera de estos casos”.

De acuerdo a lo anterior, Compañía Minera Nevada SpA no impugnó judi-
cialmente la RE N° 477, por el contrario, estuvo de acuerdo con lo resuelto por 
la SMA y pagó la multa aplicada. En consecuencia, al no considerarse “direc-
tamente afectada” por la mencionada resolución, y al no interponer el respec-
tivo reclamo de ilegalidad, la empresa claramente no tuvo la calidad de “parte” 
en el proceso judicial respectivo. En este sentido, al ser los denunciantes los 
que interpusieron el reclamo de ilegalidad, fueron éstos quienes, de acuerdo 
al artículo 18 N° 3 de la Ley N° 20.600, detentaban la calidad de “parte” en el 
proceso judicial, siendo la SMA el sujeto pasivo o reclamado en dichos autos. 
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Por lo tanto, la empresa al ver que producto del referido reclamo, el Se-
gundo TA podía anular la resolución sancionatoria acogiendo las peticio-
nes de los reclamantes (quienes buscaban una sanción mayor de acuerdo a 
sus petitorios), evidentemente vio en riesgo sus intereses e hizo uso de su 
derecho a intervenir en el proceso como tercero coadyuvante, de acuerdo 
al citado artículo 18 de la Ley N° 20.600, solicitando el rechazo de los re-
clamos interpuestos y solicitando la confirmación de la RE N° 477, la cual 
ya había confirmado con el pago de la multa aplicada. Los hechos deter-
minaron, entonces, que la empresa cumplía cabalmente con la definición 
doctrinaria de tercero coadyuvante33, que, por lo demás, fue citada por el 
máximo tribunal.

(b) El Segundo TA reconoció de forma correcta a Compañía Minera Nevada 
SpA como tercero coadyuvante. No hay norma, ni fundamento jurídico al-
guno que obligue a que las personas naturales y jurídicas a las cuales se les 
instruyó un procedimiento sancionatorio por parte de la SMA, sólo puedan 
intervenir como “partes” en el proceso judicial de reclamación de la resolu-
ción final de dicho procedimiento.

La realidad de los hechos revela que en muchos casos los sujetos, a quienes 
se les instruye un procedimiento sancionatorio, resultan ser declarados ab-
sueltos, con sanciones que están dispuestos a pagar o que, a pesar de no favo-
recerles la sanción aplicada, están de acuerdo con la legalidad de la resolución 
final respectiva. En dichos casos, evidentemente no reclamarán judicialmente 
de la resolución que finalice el procedimiento, pero ello no impide que otros 
sujetos lo hagan, en calidad de interesados de acuerdo al mencionado artículo 
21. En ese caso, ¿es lógico el razonamiento usado por el máximo tribunal, al 
impedir que las empresa actúe como tercero coadyuvante de la SMA, siendo 
que la propia ley le reconoce, en el inciso final del artículo 18, comparecer en 
tal calidad?; ¿es lógico que en dicho caso, la empresa actúe como “parte” si 
no han promovido el reclamo? Desde un punto de vista jurídico, claramente 
no. El voto en contra dado por la ministra Egmen, es preciso en este sentido 
al señalar que “sólo son partes de un proceso aquellas personas respecto de 
las cuales se traba la relación jurídico procesal, calidad que en los presentes 

33	 Se entiende por tercero coadyuvante a aquél que tiene interés jurídico propio en un conflicto ajeno; 
pero en condiciones tales que la defensa de un interés propio le conduce al litigio para defender el in-
terés ajeno. Couture, Eduardo, Estudios de derecho procesal civil, (Ediar Soc. Anón Editores), T.III, 1951, 
p. 220.
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autos revisten las reclamantes y la reclamada Superintendencia del Medio 
Ambiente”34.

En conclusión, (i) de acuerdo a los antecedentes del caso, la empresa cla-
ramente tenía un interés actual en dicho proceso, dado que los resultados del 
mismo le afectarían directamente, toda vez que fue considerada responsable 
de los cargos formulados por la SMA, por lo que cualquier cambio en la re-
solución sancionatoria que se haga a propósito de los reclamos interpuestos, 
incidiría directamente en la compañía; (ii) al no haber interpuesto el reclamo 
de ilegalidad, la empresa no es jurídicamente “parte”; y (iii) al tener un inte-
rés actual en los resultados del juicio, su intervención que se verificó una vez 
trabada la litis, es en calidad de tercero coadyuvante, lo que además está ex-
presamente reconocido en el inciso final del artículo 18 de la Ley N° 20.600.

La doctrina es concordante con las conclusiones citadas, al señalar que “la 
ley faculta la intervención de terceros en forma amplia: su intervención tiene 
lugar tanto en los juicios ordinarios como en los juicios especiales. Sólo se 
requiere para admitirla interés actual en los resultados del juicio”.35

(c) La Corte Suprema, en su afán de atribuirle a la empresa la calidad de “par-
te”, hace una unificación impropia entre el procedimiento administrativo san-
cionador y el proceso jurisdiccional, al intentar  “traspasar” la calidad de suje-
to pasivo que tenía la empresa en el procedimiento sancionatorio instruido al 
proceso judicial, argumentando para tal efecto solo que “la referida compañía 
tuvo la calidad de parte en el procedimiento administrativo, sin que pueda, en 
el proceso incoado para la revisión de tal procedimiento, abstraerse de tal cir-
cunstancia, por lo que no es posible que pretenda intervenir como un tercero 
ajeno, que coadyuva a la Administración”36.

Sobre este tema, corresponde señalar que, de acuerdo a lo dispuesto en 
la Constitución Política de República, así como todas las normas jurídicas 
dictadas conforme a ella, es imposible hacer el ejercicio que hizo el máximo 
tribunal para sustentar su decisión, vale decir, unificar dos procesos que son 
totalmente distintos. En este sentido, la doctrina ha sido clara en precisar que 
“[t]odas las funciones del Estado tienen su procedimiento especial. La ley es 
elaborada con arreglo a un procedimiento, el legislativo […] La sentencia del 

34	 Corte Suprema, Rol N° 11.600-2014, op. cit., Voto en contra Ministra Egnem, considerando 1°.

35	 Rodríguez Garcés, Sergio. “Tratado de Tercerías”, (Ediciones Vitacura), T.I, Tercera Edición, 1987, p. 
56.

36	 Corte Suprema, Rol N° 11.600-2014, op. cit., considerando 6°.
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juez es dictada asimismo conforme a un procedimiento, el judicial. Por últi-
mo, también los actos administrativos han de seguir antes de su nacimiento 
un camino o vía previamente determinado por el derecho, esto es, un pro-
cedimiento, el administrativo”37. A la luz de ese razonamiento, es evidente 
que los procedimientos administrativos y los procesos judiciales tienen una 
naturaleza distinta, dado que, por una parte, en el proceso judicial se presenta 
un asunto contencioso ante un tercero independiente e imparcial que está 
por encima de las partes y que termina con una sentencia y, por otra parte, el 
procedimiento administrativo corresponde a una serie de actos que finalizan 
con un acto administrativo terminal, donde se expresa la decisión de una au-
toridad administrativa. La diferencia es tan evidente que en ambos procedi-
mientos se ejercen funciones de diferentes poderes, a saber, el poder judicial 
y el poder ejecutivo. Es claro, en consecuencia, que el fallo de la Corte Supre-
ma comete un error al unificar dos procedimientos de distinta naturaleza y, 
en este sentido, es incomprensible que la referida Corte, luego de adoptar la 
postura expuesta, tenga presente consideraciones como las expresadas en la 
parte final del considerando séptimo, donde señala que “las normas generales 
que regulan la intervención de los terceros en juicio deben siempre aplicarse 
atendiendo a la especial naturaleza de los procedimientos”38.

(d) El fallo termina por hacer una crítica de conveniencia en relación a que 
un sancionado por parte de la SMA sea luego un tercero coadyuvante de la 
misma autoridad administrativa en sede judicial. Tal como se señaló, el fallo 
establece que “resulta del todo insostenible que en el actual procedimiento 
Compañía Minera Nevada Spa actúe como tercero ajeno, menos aún en ca-
lidad de coadyuvante de un órgano del Estado que representa los intereses 
públicos, calidad en la que dirigió su accionar en contra de quien se pretende 
coadyuvante”39.

Sobre el fallo analizado, corresponde hacer los siguientes comentarios: (i) 
la Corte Suprema no puede fundamentar un fallo, que viene a ser el control 
jurisdiccional final de una sentencia dictada en una sede de contencioso ad-
ministrativo especial, con un argumento relativo a la “conveniencia o incon-
veniencia” de que una empresa sea tercero coadyuvante de un órgano del 

37	 Cita de Rollo Villanova, contenida en texto de Hector Escola, “Procedimiento administrativo y recurso 
jerárquico”, (Abeledo-Perrot), 1971, p.13

38	 Corte Suprema, Rol N° 11.600-2014, op. cit., considerando 7°.

39	 Ibíd.
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Estado; y (ii) la Corte Suprema no es un tribunal de equidad, por lo que su 
misión es aplicar la ley (expresión de la voluntad soberana), y si en el resulta-
do de dicha aplicación se producen consecuencias erróneas o inconvenientes, 
estas serán la única señal que tendrá el legislador para desarrollar su labor de 
manera correcta. 

4. Sentencias de la Excma. Corte Suprema dictadas en las causas Rol 
N° 21.993-14 y Rol N° 21.547-14: Caso SQM

4.1. Resumen del caso
El 14 de agosto de 2013, la Sociedad Química y Minera de Chile S.A. (en ade-
lante, “SQM”), presentó ante el Segundo Tribunal Ambiental dos reclamos de 
ilegalidad, cada uno de ellos en contra de dos resoluciones de la Comisión de 
Evaluación Ambiental de la Región de Tarapacá.

El primer recurso se relaciona con la solicitud de invalidación presentada 
en sede administrativa por SQM, en contra de la Resolución de Califica-
ción Ambiental N° 1, del 2 de enero de 2013, que calificó favorablemente el 
proyecto “Ampliación Planta Productora de Yodo Soledad”, del titular SCM 
Corporación de Desarrollo del Norte. En particular, el reclamo se dirigió en 
contra de la RE N° 73 de la Comisión, del 21 de junio de 2013, que rechazó 
el recurso de reposición presentado por SQM en contra de la RE N° 45, la 
cual no admitió a trámite la solicitud de invalidación presentada por SQM 
en contra de la RCA N° 1, ya citada. Al mismo tiempo, el recurso se dirige 
en contra de la RE N° 78, del 8 de julio de 2013, que se pronunció rechazan-
do un procedimiento de invalidación iniciado de oficio por la Comisión, en 
contra de la misma RCA.

El segundo recurso también se relaciona con una solicitud de invalidación 
impetrada en sede administrativa por SQM, pero en contra de la RCA N° 154, 
del 13 de diciembre de 2012, que calificó favorablemente el proyecto “Trazado 
de Agua a Chinquiquiray”. En particular, este recurso impugnó la RE N° 74, 
del 21 de junio de 2013 y la RE N° 79, del 8 de julio de 2013. A través de la pri-
mera, la Comisión rechazó el recurso de reposición presentado por SQM en 
contra de la RE N° 44, que no admitió a trámite su solicitud de invalidación en 
contra de la RCA N° 154. Con la segunda, la Comisión se pronuncia sobre un 
procedimiento de invalidación iniciado de oficio en contra de la misma RCA, 
rechazándolo por improcedente. 
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Los dos reclamos fueron rechazados en todas sus partes por el Segundo 
TA con fecha 1940 y 26 de junio de 201441, respectivamente. En ambos casos, 
el Tribunal razonó del mismo modo, señalando que SQM no pudo ser consi-
derado solicitante en un proceso de invalidación en contra de una RCA, si no 
demostró tener un interés ambiental que pudiera resultar afectado por ella. 
Por el mismo motivo, carecía de legitimación activa para recurrir al TA en 
contra de la resolución que rechazó la invalidación tramitada de oficio por la 
Comisión.

Con fecha 9 y 15 de julio de 2014, SQM presentó sendos recursos de ca-
sación en la forma y en el fondo en contra de las sentencias del Segundo TA, 
señalando para ambos casos, respecto del fondo, (i) que el fallo habría omiti-
do los requisitos de las sentencias establecidos en el artículo 25 de la Ley N° 
20.600, especialmente, las razones técnico-ambientales en las cuales fundó 
su decisión; y (ii) que la sentencia contendría decisiones contradictorias, pues 
existen considerandos que se contradicen entre sí. En relación a la casación 
en la forma, SQM señaló (i) que el Segundo TA incurrió en una errónea in-
terpretación del artículo 21 N° 3 de la Ley N° 19.880, pues habría exigido para 
la calidad de interesado un requisito que no está en la ley (que el interés sea 
ambiental); (ii) en el mismo sentido, que habría vulnerado el artículo 4 de la 
Ley N° 19.300, pues la interpretación restrictiva de la calidad de interesado 
lesiona el deber del Estado de facilitar la participación ciudadana; y (iii) que 
en la sentencia se habrían vulnerado las leyes reguladoras de la prueba, pues 
el Tribunal habría alterado el onus probandi al exigir que el interesado acredite 
un interés ambiental.

El 6 de abril de 2015, la Tercera Sala de la Corte Suprema dictó sentencia 
en ambos recursos, rechazándolos en todas sus partes. En la medida que los 
argumentos se reproducen en ambas sentencias, serán comentadas conjun-
tamente.

4.2. Sentencia de la Excma. Corte Suprema
En relación al primer capítulo de casación en la forma, la Corte consigna que 
el vicio invocado –la omisión de las consideraciones con arreglo a los cuales 
se pronuncia el fallo– sólo se configura si éste carece de los fundamentos de 
hecho y de derecho que sirven de sustento a lo decidido, es decir, “cuando 

40	 Segundo Tribunal Ambiental, Rol R-10-2013, sentencia de fecha 19 de junio de 2014.

41	 Segundo Tribunal Ambiental, Rol R-11-2013, sentencia de fecha 26 de junio de 2014.
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no se desarrollan los razonamientos fácticos o jurídicos que determinan la 
resolución adoptada”42. En ese sentido, la impugnación formulada por SQM 
carece de asidero, pues “en el motivo primero del fallo en revisión los jue-
ces determinaron como prioritario y previo a cualquier otra consideración 
dilucidar si las Resoluciones N° 74 y 79, objeto de la acción entablada, son 
o no reclamables por la vía intentada; delimitar además la competencia del 
Tribunal Ambiental en el marco de esta acción, y resolver sobre la legitima-
ción activa de la reclamante, en relación a ambas Resoluciones ya aludidas, 
todo ello al tenor de lo dispuesto por los artículos 17 N° 8 y 18 N° 7 de la Ley 
N° 20.600”43.

A partir de lo anterior, la sentencia agrega que el resto de sus funda-
mentos “contienen el análisis de cada uno de los aspectos especificados en 
lo que precede, desarrollándose de modo circunstanciado los argumentos 
expuestos por los interesados en cada caso, y asentándose los aspectos y 
conclusiones del orden fáctico y jurídico que han permitido al tribunal al-
canzar las conclusiones en relación a cada punto objeto del estudio, para 
expedir en definitiva la decisión de que da cuenta lo resolutivo”44. En ese 
sentido, la Corte considera que “no ha podido configurarse el vicio alegado 
relativo a la falta de consideraciones, en relación al aspecto de fondo de la 
petición invalidatoria por la vía administrativa, si en concepto del tribunal y 
por las razones explicitadas, falta a la reclamante la capacidad para llevar a 
esa sede el tema de fondo de la invalidación administrativa”45. Así, señala la 
Corte, “la sola lectura de la sentencia permite descartar la configuración del 
defecto alegado toda vez que la misma contiene todas las consideraciones 
y reflexiones necesarias para fundar las conclusiones que sucesivamente va 
asentando en relación a cada uno de los aspectos mencionados en su motivo 
primero, las que en definitiva sirven de sustento a la decisión alcanzada”46. 
Concluye el máximo Tribunal, señalando que “la obligación de consignar 

42	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, sentencia de fecha 6 de abril de 2015, considerando 3°; y Rol N° 
21.547-2014, sentencia de fecha 6 de abril de 2015, considerando 3°.

43	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 4°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., consideran-
do 4°.

44	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 5°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., consideran-
do 5°.

45	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 6°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., consideran-
do 6°.

46	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 7°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., consideran-
do 7°.
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las consideraciones de hecho y de derecho no puede exceder el marco de 
la pertinencia de lo realmente debatido y que deba resolverse en el fallo, 
esto es, de aquello que ha servido de fundamento a lo sentenciado, pero no 
cubre otros ámbitos que han quedado fuera del espectro decisorio, entre 
otras razones, por resultar incompatibles con lo resuelto”47. Por esa razón, 
desestima la causal de casación en la forma invocada.

En relación a la segunda causal de casación en la forma, consistente en 
contener la sentencia decisiones contradictorias, la Corte señala que se con-
figura “cuando el fallo contiene más de una decisión y resultan ser ellas in-
compatibles, esto es, que no pueden cumplirse simultáneamente en tanto 
interfieren unas con otras, cuyo no es el caso de autos en que lo resolutivo 
consigna una sola decisión consistente en desestimar la reclamación intenta-
da por SQM”48. Así, en la medida que las supuestas contradicciones denun-
ciadas por SQM se producían entre distintos considerandos de la sentencia y 
no entre decisiones expresamente consignadas en su parte resolutiva, el vicio 
invocado no podía configurarse.

En cuanto a la casación en el fondo, la Corte en relación con la posibilidad 
de recurrir en contra de la denegación de una solicitud de invalidación con-
cluye:

“que si bien la reclamante SQM tiene legitimación activa procesal para 
haber impetrado la acción de reclamación prevista por el artículo 17 N° 
8 de la Ley N° 20.600, por cumplir el presupuesto de haber solicitado 
la invalidación de la RCA en sede administrativa49 […] la entidad recu-
rrente carecía del interés que la habilitaba como legitimada activa para 
impetrar la invalidación en esa sede, con la variante que, en concepto 
del tribunal, el interés requerido para el ejercicio de esa facultad no está 
previsto en la Ley N° 19.300 sino que corresponde al regulado por el 
artículo 21 N° 3 de la ley 19.880, que procede aplicar supletoriamente 
en la especie, interés que, según lo expresa la sentencia atacada, ha de 

47	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 8°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., consideran-
do 8°.

48	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 11°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., consideran-
do 11°.

49	 El artículo 18 N° 7 de la ley 20.600, señala que tratándose de un reclamo de ilegalidad presentado 
en contra de una resolución que resuelva un procedimiento de invalidación, tiene la calidad de parte 
“quien hubiese solicitado la invalidación administrativa o el directamente afectado por la resolución 
que resuelva el procedimiento administrativo de invalidación”.
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ser de naturaleza ambiental y no meramente económico como lo des-
prende de las alegaciones de la reclamante”50.

En cambio, en lo atingente a la posibilidad de recurrir en contra de la reso-
lución que desestima una invalidación iniciada de oficio, la Corte consigna que:

“el fallo impugnado decidió que SQM carece de legitimación activa para 
deducir procesalmente la acción de reclamación del artículo 17 N° 8 de 
la Ley N° 20.600 que ha intentado, toda vez que no puede estimársele 
solicitante en un procedimiento de esta naturaleza, y porque además no 
procede entenderla incorporada en el concepto de tercero directamente 
afectado a que se refiere la norma del artículo 18 N° 7 de la citada ley, 
añadiendo que carece de un interés o derecho ligado a los de naturaleza 
ambiental protegidos por la normativa que regula la materia”51.

Enseguida, la Corte consigna que el razonamiento medular de la casación 
en el fondo (relacionados con la exigencia de contar con un interés ambiental 
al promover la invalidación de una RCA), “consistió en adicionar los jueces, al 
texto del artículo 21 N° 3 de la Ley N° 19.880, una calificación del concepto de 
interesado que la norma no contempla, esto es, la exigencia de que se trate de 
un interés de naturaleza ambiental, en circunstancias que el único elemento 
que la disposición citada enuncia es que el tercero sea titular de un interés y 
que éste se vea afectado por el acto administrativo”52.

Sobre este punto, la Corte hace presente, en primer lugar, que de la lectura 
atenta del recurso se deduce que:

“el error de derecho que ha influido en lo dispositivo del fallo consiste 
en haber sido vulnerado particularmente el artículo 1698 del Código Ci-
vil, al pretender el fallo que correspondía a su parte acreditar un interés 
de carácter ambiental, ello, a pesar de que los artículos 31 y 35 de la Ley 
N° 19.880 imponen a la propia autoridad administrativa la carga de re-
querir los antecedentes que considere ausentes de la petición formula-

50	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 17°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
rando 17°.

51	 Ibíd.

52 	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 19°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
rando 19°.
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da y, si correspondiere, adoptar las medidas conducentes a la aportación 
de la prueba necesaria. A lo anterior agrega que en todo caso el interés 
legítimo, – ambiental – económico y procedimental– sí fue sostenido 
y respaldado en su solicitud de invalidación, lo que debió advertir el 
tribunal al analizar los antecedentes”53.

El máximo Tribunal agrega que, dada la naturaleza de derecho estricto del 
recurso de casación, el planteamiento de causales subsidiarias o alternativas “re-
sultaría suficiente para desestimarlo en su integridad”, pues es indispensable 
identificar con claridad y precisión si el fallo se considera viciado por la vulne-
ración del artículo 21 N° 3 de la Ley N° 19.880, al incorporar los sentenciadores 
un elemento que la norma no contempla, o bien que el fallo es nulo porque la 
sentencia puso de cargo del reclamante el acreditar un interés legítimo que, por 
lo demás, obraba en los antecedentes aportados a la solicitud de invalidación.

Asimismo, la Corte destaca que “en los tres grupos de infracciones que 
se ordenan como capítulos de nulidad no se formula una distinción clara de 
los yerros que afectaron el espectro de cada Resolución materia de la recla-
mación, como lo requería la formalidad de un arbitrio de esta naturaleza, en 
que no se pretende ni espera que el juzgador interprete y concluya a partir de 
premisas que figuran planteadas conjuntamente, para situaciones diversas”54. 
En ese sentido, hace presente que la norma decisoria que resultaba relevante 
en relación con la posibilidad de recurrir ante el Segundo TA en contra de 
las resoluciones de la Comisión que se pronuncian sobre un procedimiento 
de invalidación (RE N° 78 y N° 79), era la del artículo 18 N° 7 de la Ley N° 
20.600, que identifica como parte en este tipo de procedimiento a “quien 
hubiese solicitado la invalidación administrativa” o al “directamente afectado 
por la resolución que resuelva el procedimiento administrativo de invalida-
ción”. Esta norma, “no fue sin embargo denunciada como infraccionada, ni 
fue desarrollado motivo alguno de nulidad sustancial que justificara suponer 
que los argumentos expresados en el recurso para lograr la ineficacia del fallo, 
podrían alcanzar a la mencionada Resolución N° 79, razones todas por lo que 
sólo cabe concluir que, a este respecto, el recurso debe ser desestimado”55.

53	 Ibíd.

54	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 21°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
rando 21°.

55	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 23°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
rando 23°.
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Por su parte, en relación con las resoluciones de la Comisión que denega-
ron la solicitud de invalidación de SQM (RE N° 73 y 74), la Corte señala que 
el núcleo central de la impugnación, tal y como fue planteada por SQM, se 
relaciona con el término acreditar que emplea el Segundo TA para concluir 
que el reclamante carece de legitimación activa para solicitar la invalidación 
de la RCA en sede administrativa, en la medida que no se había acreditado un 
interés de naturaleza ambiental. Sin embargo, sostiene que:

“para descartar y desestimar este rubro del recurso basta consignar que 
no obstante que el término utilizado en la sentencia realmente no resul-
ta ajustado a la naturaleza de la conclusión alcanzada por la autoridad 
administrativa en la sede de un estudio de admisibilidad de la solicitud 
–como efectivamente aconteció–, lo cierto es que al margen de lo que 
más adelante se expresa en relación a la calidad o entidad del interés 
requerido, el examen de admisibilidad tendiente a evaluar la adecuada 
fundamentación de la pretensión, ha de exigir, a lo menos, la descrip-
ción del interés que mueve a la parte y el contenido que hace posible 
definir su entidad, presupuesto básico del todo ausente en la solicitud 
de invalidación en la que sólo se hizo referencia a la norma que se 
estimó aplicable, misma situación evidenciada en el recurso de repo-
sición. El presupuesto recién aludido –de dotar de contenido y fundar 
adecuadamente el interés hecho valer–, resultaba indispensable como 
quiera que la solicitud invalidatoria persigue poner en movimiento un 
procedimiento tendiente a desvirtuar la presunción de legalidad, vali-
dez y legitimidad de que está dotado per se un acto administrativo. En 
las condiciones recién expuestas fue que la autoridad administrativa 
decidió desestimar la pretensión por falta de legitimación de SQM, de 
modo que el conflicto en análisis no dice relación con un problema de 
“acreditar” hechos, o con la determinación de la carga de la prueba, 
como se sostiene en el recurso, sino de haber carecido la pretensión del 
fundamento básico que justificara reconocer legitimidad al solicitante 
para dar curso al procedimiento administrativo”56.

Por otro lado, al analizar el tipo de interés a que se refiere el número 3 
del artículo 21 de la Ley N° 19.880, que es justamente aquél en que pretende 

56	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 24°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
rando 24°.
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ubicarse el propio recurrente, la Corte consigna que “es contundente la opi-
nión en la doctrina en orden a que no se trata del mero y simple interés, 
como el de un ciudadano por el interés en la observancia de la legalidad; ha 
de tratarse de un interés protegido por el ordenamiento jurídico y que haya de 
afectarle, sea individualmente o, en su caso, cuando se trate de una afectación 
colectiva”57. Finaliza la parte considerativa del fallo, concluyendo:

“Que, en consecuencia, si bien es posible constatar que el fallo atacado, 
en alusión conjunta a los derechos subjetivos e intereses, cuya titularidad 
es necesario esgrimir para la consideración de ser legitimado activo en 
la solicitud de invalidación de la RCA, concluyó –también sin distinguir 
si el interés invocado habría de ser entendido en su dimensión de indi-
vidual o colectivo–, que el mismo debía ser de naturaleza ambiental, lo 
que desborda efectivamente los términos y marco en el que corresponde 
situar el contenido del numeral 3° del artículo 21 de la Ley N° 19.880 para 
evaluar su aplicación a la situación del reclamante. Sin embargo, es lo 
cierto que tal yerro denunciado carece de influencia en lo dispositivo del 
fallo. En efecto, con arreglo a lo hasta aquí razonado, y ante la evidencia 
que la reclamante, ni en la solicitud de invalidación ni en el recurso de 
reposición deducido ante la autoridad administrativa, y, a mayor abunda-
miento, tampoco en la reclamación judicial, más allá de citar la norma 
analizada e indicar que le asiste un interés ‘individual o colectivo’ –tér-
minos que no especificó–, no dotó de contenido alguno el concepto de 
interés reclamado, de modo que la autoridad administrativa no estuvo 
en condiciones de distinguir si se esgrimía un mero o simple interés no 
protegido jurídicamente, o si, por el contrario, era necesario analizar las 
variables de un eventual interés individual. En estas condiciones, aun 
cuando se prescindiera de la exigencia planteada en el fallo que se impug-
na, relativo al carácter de ambiental que debía definir el interés alegado, 
tal circunstancia no conduciría a variar la decisión en el sentido que inte-
resa al recurrente por no haberse fundado la pretensión invalidatoria en 
interés alguno protegido por el ordenamiento jurídico, razones todas por 
las que cabe desestimar la razón medular y básica que sirvió de sustento 
para fundar los capítulos de nulidad primero y segundo del recurso”58.

57	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 27°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
rando 27°.

58	 Corte Suprema, Rol N° 21.993-2014, op.cit., considerando 28°; y Rol N° 21.547-2014, op.cit., conside-
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4.3. Análisis de lo resuelto.
La sentencia de la Corte Suprema tiene interés limitado desde el punto de 
vista ambiental: aunque se trataba de una oportunidad propicia para que se 
precisara el vínculo que debe existir entre el interés jurídicamente tutelado y 
el procedimiento en que se pretende hacer valer, la Corte dio por hecho, de 
modo sucinto, que exigir carácter ambiental al interés que se enuncia al inva-
lidar una Resolución de Calificación Ambiental, desborda el marco del artículo 
21 N° 3 de la Ley N° 19.880. Sin embargo, desestima que el error baste para 
producir la nulidad de la sentencia, pues aún sin él, la pretensión del recla-
mante no tuvo la precisión necesaria para producirla. 

5. Sentencia de la Excma. Corte Suprema dictada en la causa Rol N° 
23.000-2014: Caso Piscicultura río Calcurrupe

5.1. Resumen del caso
Con fecha 14 de junio de 2011, Agrícola Sichahue Ltda. presentó a la Comisión 
de Evaluación Ambiental de la Región de Los Ríos, por medio de una Decla-
ración de Impacto Ambiental (en adelante, “DIA”), el proyecto denominado 
“Piscicultura Río Calcurrupe”, que consiste en la instalación y puesta en mar-
cha de una piscicultura en un predio de tres hectáreas en la ribera norte del 
Río Calcurrupe, comuna de Futrono, provincia de Ranco, que será abastecida 
mecánicamente con aguas de dicho río. La Comisión de Evaluación de Los 
Ríos dictó la RE N° 53, el 11 de junio de 2012, que calificó desfavorablemente 
el proyecto, al estimar que éste requería de un Estudio de Impacto Ambiental 
(en adelante, “EIA”), por cuanto se generaban los efectos y circunstancias es-
tablecidas en la letra e) del artículo 11 de la Ley N° 19.300, LBGMA59.

Frente a dicho rechazo, con fecha 25 de julio de 2012, el titular del proyecto 
presentó la reclamación prevista en el inciso primero del artículo 20 de la Ley 
N° 19.300 ante la dirección ejecutiva del SEA. Por RE N° 725 de 14 de agosto 
de 2013, el Director Ejecutivo acogió dicho recurso, calificando favorablemen-
te el proyecto. El 2 de octubre de 2013, se interpuso ante el Segundo Tribunal 

rando 28°.

59	 Literalmente señala que deben ingresar al sistema de evaluación ambiental mediante estudio, aquellos 
proyectos que provoquen una alteración significativa, en términos de magnitud o duración, del valor 
paisajístico o turístico de una zona.
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Ambiental la reclamación judicial60 en contra de la mencionada resolución 
del Director Ejecutivo del SEA, solicitando que se la deje sin efecto y se ordene 
que el proyecto en cuestión debe ser evaluado mediante un EIA y/o que para 
emitir un pronunciamiento sobre ese proyecto, deba previamente la autori-
dad correspondiente realizar la consulta que establece el Convenio N° 169 
OIT a las comunidades afectadas.

En su contestación, el SEA alegó, en primer término, la excepción de 
incompetencia absoluta del tribunal puesto que el artículo 17 N° 5 de la 
Ley N° 20.600 –al que apelan los actores para comparecer ante el Tribunal 
Ambiental– requiere haber agotado previamente la instancia administrativa 
respectiva. Asimismo, acusó la falta de legitimación activa de los reclaman-
tes para recurrir ante sede judicial, solicitando la anulación de la resolución 
de que se trata, ya que, conforme al citado artículo 17 N° 5, la única perso-
na que podría acudir al Tribunal Ambiental es el responsable del proyecto; 
mientras que conforme al numeral 6 del mismo precepto, solo pueden re-
currir al tribunal las personas naturales o jurídicas que hubieren presenta-
do observaciones al proyecto. Los reclamantes no se encontraban en esta 
última situación descrita, dado que no efectuaron observaciones, de acuerdo 
al artículo 30 bis de la Ley N° 19.300 y, por tanto, tampoco reclamaron ante 
el Director Ejecutivo sobre la falta de ponderación de tales observaciones 
ciudadanas. Finalmente, la parte reclamante pidió que se declarara la nuli-
dad de derecho público de la resolución recurrida, fundándose en que fue 
dictada fuera del plazo fatal establecido en forma expresa por el legislador 
para el pronunciamiento del Director Ejecutivo del SEA, lo que la hizo in-
subsanablemente extemporánea. 

Con fecha 18 de julio de 2014, el Segundo TA dictó sentencia definitiva61. 
La solicitud de que se declarase la “nulidad de derecho público”, fue rechaza-
da, porque tanto la acción de reclamación como la solicitud de nulidad de que 
se trata, tienen un mismo objeto (la anulación de un acto administrativo como 
es la RCA) por lo que los eventuales vicios de legalidad deben ser reclamados 
en la oportunidad y forma que contempla el artículo 17 de la Ley N° 20.600.

En lo concerniente a la reclamación misma, el referido tribunal analizó, 
en primer lugar, la alegación de incompetencia absoluta. Señala que la nor-
ma invocada por los reclamantes para solicitar al tribunal que conozca de la 

60	 Reclamación prevista en el inciso cuarto del artículo 20 de la LBGMA, en relación con el artículo 17 N° 
5 de la Ley N° 20.600.

61	 Segundo Tribunal Ambiental, Rol R-16-2013, sentencia de fecha 18 de julio de 2014.
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anulación de la resolución del Director Ejecutivo del SEA, es la del artículo 17 
N° 5 de la Ley N° 20.60062. Sin embargo, sostiene que asunto distinto es de-
terminar si los reclamantes tienen legitimación activa para recurrir al tribunal 
solicitando la nulidad de la RCA, en tanto acoge la reclamación administrativa 
presentada por el titular del proyecto, conforme al inciso primero del artículo 
20 de la Ley N° 19.300. En la sentencia, para resolver esta discusión, tienen 
presente el artículo 18 de la Ley N° 20.600, donde se establece quiénes se 
encuentran legitimados para comparecer ante el Tribunal Ambiental. Así, en 
lo que respecta a la reclamación del caso, el referido artículo 18 prescribe que 
“[…] podrán intervenir como parte en los asuntos de competencia de los Tri-
bunales Ambientales […] 5) En los casos de los números 5) y 6) –del artículo 
17- las personas naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones –en 
sede administrativa– de conformidad a la ley”. Por lo tanto, en la sentencia se 
concluyó que se encuentran legitimados para interponer la reclamación del 
artículo 17 N° 5, los titulares de proyectos que hayan agotado previamente la 
vía administrativa, puesto que son los únicos que pueden ejercer la reclama-
ción administrativa prevista en el inciso primero del artículo 20 de la Ley N° 
19.300. Posteriormente, en base a lo resuelto por el Director Ejecutivo o el 
Comité de Ministros, en su caso, podrán reclamar ante el Tribunal Ambiental, 
conforme al citado artículo 17 N° 5, en relación al inciso cuarto del artículo 20 
señalado. Por lo tanto, de acuerdo a la sentencia, el legitimado activo para re-
currir en un caso como el comentado, es el titular del proyecto, calidad que no 
tienen los reclamantes. Se concluye, en consecuencia, que éstos no cuentan 
con la legitimación activa. En contra de esta dicha decisión, la parte reclaman-
te dedujo recursos de casación en la forma y en el fondo.

5.2. Sentencia de la Excma. Corte Suprema
Con fecha 22 de abril de 2015, la Corte, en primer lugar, rechaza el recurso de 
casación en la forma. La recurrente interpuso dicho recurso argumentando 
que la sentencia no cumplía con los requisitos dispuestos en la ley, específica-
mente, que contenía decisiones contradictorias al haberse declarado compe-
tente y, luego, desestimar la reclamación por falta de legitimación activa; y que 
la sentencia omite la decisión del asunto controvertido, al no pronunciarse 
sobre las cuestiones de ilegalidad de fondo.

62	 Dicha disposición establece que “los Tribunales Ambientales serán competentes para […] N° 5. Cono-
cer de la reclamación que se interponga en contra del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, en 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 25 quinquies de la Ley N° 19.300”.
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El máximo tribunal resuelve que no es incompatible el hecho de que el Tri-
bunal Ambiental se haya declarado competente para conocer el asunto con la 
decisión de que la parte reclamante no tenía legitimación activa, que se trata 
de una cuestión de fondo. En cuanto a que omitió resolver el asunto de fondo, 
la referida Corte señala que el Segundo TA, al descartar la legitimación de la 
parte reclamante, no se encontraba en la obligación de pronunciarse sobre los 
demás asuntos sometidos a su decisión. Respecto al recurso de casación en el 
fondo, los recurrentes alegan que el Segundo TA razona que solo el titular del 
proyecto ha podido interponer el reclamo judicial del artículo 20 inciso cuarto 
de la Ley N° 19.300, LBGMA, al que luego se refiere el artículo 17 N° 5 de la 
Ley N° 20.600. En este sentido señala:

“sólo se encuentran legitimados para ejercer esta acción los titulares de 
los proyectos o actividades sometidos al Sistema de Evaluación Ambien-
tal que son, a su vez, ‘las personas naturales y jurídicas que presentaron 
sus reclamaciones de conformidad a la ley’, según exige el artículo  18 N° 
5 de la Ley de Tribunales Ambientales […] los reclamantes tampoco po-
dían hacer uso de la reclamación prevista en el artículo 17 N° 6 de la Ley 
N° 20.600, por cuanto ésta puede ser ejercida por los terceros quienes 
hayan sido parte de un proceso de participación ciudadana cuando sus 
observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los funda-
mentos de la Resolución de Calificación Ambiental y hubieren agotado 
previamente la vía recursiva administrativa. En la especie, los actores no 
formularon observaciones que no hayan sido debidamente ponderadas 
en la Resolución de Calificación Ambiental que les hubiese permitido di-
rigirse posteriormente ante el Tribunal Ambiental invocando la acción de 
reclamación contenida en citado artículo 17 N° 6 de la Ley N° 20.600”63.

Finalmente, la Corte Suprema agrega que “[l]a sentencia recurrida ha re-
suelto correctamente al declarar la falta de legitimación activa de los actores 
y desestimar por tal motivo su reclamación, puesto que efectivamente no se 
les ha contemplado como titulares de la acción de reclamación prevista en el 
artículo 20 de la Ley de Bases del Medio Ambiente, en relación con el artículo 
17 N° 5 de la Ley de Tribunales Ambientales”64.

63	 Corte Suprema, Rol N° 23.000-2014, sentencia de fecha 22 de abril de 2015, considerando 7°.

64	 Ibíd., considerando 10°.
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5.3. Análisis de lo resuelto
Un análisis estrictamente legal de las disposiciones involucradas, lleva cla-
ramente a establecer que lo resuelto por el Segundo TA y la Corte Suprema 
es correcto. Efectivamente, frente a una RCA que se pronuncia sobre una 
DIA, de acuerdo al artículo 17 N° 5 y N° 6, sólo tendrán la legitimación para 
concurrir al referido tribunal especial, las personas naturales o jurídicas que 
presentaron sus reclamaciones en conformidad a la ley, es decir, una vez ago-
tada la vía administrativa. Lo anterior implica que las personas, como los re-
clamantes y recurrentes de este caso, quedarían sin acción para poder llegar a 
la revisión judicial de una RCA que se pronuncia sobre una DIA65.

Sin embargo, es interesante analizar la prevención hecha por el Ministro 
Pierry, quien fue claro en señalar que existe la posibilidad de “invalidar” en 
este caso y puntualiza que la ley reconoció dos vías para dicho efecto, una pro-
pia, la reconocida en el artículo 53 de la Ley N° 19.880, y otra impropia (dado 
que tendría más naturaleza de recurso), que corresponde a la reconocida en 
el inciso primero del artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600. En este sentido, el 
referido ministro señaló que:

“existen dos tipos de invalidación; la general de acuerdo a la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo, excluida para el responsable del proyecto 
y los terceros intervinientes en el procedimiento, con reclamo ante el 
tribunal ambiental cuando la Administración invalida; y la ‘invalidación 
impropia’ o invalidación recurso, para los terceros que no han interve-
nido en el procedimiento, así como también para el responsable del 
proyecto y los terceros que han intervenido en el procedimiento admi-
nistrativo, con un plazo de  treinta días para reclamar ante el tribunal 
ambiental, ya sea que se acepte o rechace la solicitud de invalidación; 
debiendo resolverse respecto a estos últimos, si esta invalidación que 
vendría a ser una reposición, mantiene el plazo general de cinco días de 
la Ley de Procedimiento Administrativo o el de treinta días que hemos 
estado proponiendo”66.

De acuerdo a lo señalado anteriormente, corresponde analizar si es co-
rrecta la prevención transcrita. Al respecto, es evidente que el objetivo de la 

65	 Situación que se supera con la posibilidad de abrir procedimientos de participación ciudadana en la 
evaluación ambiental de DIAs con cargas ambientales. 

66	 Corte Suprema, Rol N° 23.000-2014, op.cit., prevención Ministro Pierry, considerando 11°.
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misma era dejar en claro que los terceros que no han participado en la evalua-
ción ambiental, podían impugnar una RCA a través de la denominada “inva-
lidación impropia”.

Este razonamiento, a nuestro juicio, es discutible, dado que los terceros 
que no han sido parte de la evaluación ambiental pueden promover un pro-
cedimiento de invalidación de la RCA, cumpliendo con un requisito que el 
mismo máximo tribunal ha establecido y aclarado en la sentencia dictada en 
el “caso SQM” (ver punto 4), esto es, “tener un interés protegido por el orde-
namiento jurídico”. Dicha invalidación debiera cumplir las formas y plazos 
dispuestos en el artículo 53 de la Ley N° 19.880 y, respecto del acto admi-
nistrativo que decida dicho procedimiento invalidatorio, se podrá impugnar 
judicialmente, en virtud del artículo 17 N° 8 de la Ley N° 20.600, estando 
legitimado para comparecer en juicio en este caso, de acuerdo al artículo 18 
N° 7 de la misma ley, “quien hubiese solicitado la invalidación administrativa 
o el directamente afectado por la resolución que resuelva el procedimiento 
administrativo de invalidación”.

Asimismo, quienes fueron parte de la evaluación ambiental pueden im-
pugnar la RCA en virtud del artículo 17 N° 5 y N° 6 de la Ley N° 20.600, o 
abriendo un procedimiento de invalidación, teniendo la limitación dispuesta 
en la parte final del artículo 18 de la referida ley, esto es: “[…] no se podrá ejer-
cer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la ley N° 19.880 una vez resuel-
tos los recursos administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos 
legales para interponerlos sin que se hayan deducido”.

6. Conclusiones

De los casos revisados para este trabajo se pueden elaborar algunas conclusio-
nes. En primer lugar, las sentencias de los tribunales ambientales se pronun-
cian sobre materias claves para el desarrollo del derecho ambiental en Chile. 
Es decir, las sentencias dictadas por los tribunales ambientales y que hasta 
ahora han sido revisadas por la Corte Suprema, dicen relación con institucio-
nes fundamentales de esta disciplina jurídica. Por ejemplo, la procedencia de 
la reserva de información frente al acceso a la información y la participación 
ciudadana dentro del SEIA; la configuración de la elusión al SEIA por parte de 
un proyecto de inversión que se pretende ejecutar dentro de un área protegida; 
la procedencia del concurso infraccional en materia sancionatoria ambiental; 
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la legitimación activa en materia de medio ambiente; la fundamentación exi-
gida para las resoluciones sancionatorias de la SMA; la necesidad de que exis-
ta un interés ambiental para poder solicitar la invalidación de una RCA; y la 
legitimación activa para reclamar judicialmente de una RCA, por parte de 
personas que no han intervenido en el proceso de participación ciudadana 
desarrollado en la evaluación ambiental de un proyecto. Todos estos temas, 
sin duda, resultan ser de gran interés para quienes son sujetos de derechos 
ambientales y para aquellos que deben aplicar la legislación ambiental. De 
ahí la relevancia de lo que disponga la Corte Suprema en sus sentencias, que 
ponen término a los conflictos judiciales en que estas materias son discutidas.

Sin embargo, como se ha podido establecer en el análisis aquí efectuado, la 
Corte ha sido reacia a entrar de lleno en la definición de las materias propias 
de la disciplina del derecho ambiental y ha optado más bien por referirse a 
cuestiones de derecho procesal (por ejemplo, la calidad de tercero coadyu-
vante de una parte en el proceso judicial) o administrativas (por ejemplo, el 
principio de conservación del acto administrativo). Lo anterior, en todo caso, 
no tiene por qué ser negativo. Por el contrario, se puede interpretar como una 
tendencia deliberada de la Corte Suprema en el sentido de guardar una estric-
ta deferencia con los Tribunales Ambientales, relegando en ellos la completa 
determinación de las cuestiones técnico-ambientales de fondo.


